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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Mediante recurso de revisión administrativa, compareció 

ante nos el señor José E. Moreno Vélez (Moreno Vélez). En su 

recurso nos solicitó que dejemos sin efecto la Resolución dictada el 

19 de febrero de 2016, por la Administración para el Sustento de 

Menores (ASUME). En el aludido pronunciamiento, la agencia 

recurrida le impuso a Moreno Vélez una pensión total de $785.00, 

a favor de sus dos (2) hijos menores de edad. 

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

confirma el dictamen recurrido. 

I 

 El señor Moreno Vélez y la señora Waleska I. Martínez Vializ 

(Martínez Vializ), procrearon dos (2) hijos, que al presente todavía 

son menores de edad. Posteriormente, Martínez Vializ contrajo 

nupcias y otorgó capitulaciones matrimoniales, previo a dicho 

acontecimiento. Ésta y su cónyuge acordaron que sus bienes 

presentes y futuros, así como la administración de los mismos, se 

regirían por el régimen económico de absoluta separación de 
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bienes. De otra parte, desde el 1 de septiembre de 2011, Moreno 

Vélez pagaba una pensión alimentaria a los menores procreados 

con Martínez Vializ, la cual ascendía a $600.00 mensuales. 

 El 9 de septiembre de 2015, ASUME dictó una Resolución 

sobre Revisión de Pensión Alimentaria, en virtud de la cual fijó la 

pensión en $710.00 mensuales. Se determinó que Moreno Vélez 

tenía un ingreso neto mensual de $1,777.46. A Martínez Vializ le 

fue imputado un ingreso neto mensual de $993.53, ya que estaba 

desempleada. Ambas partes solicitaron la reconsideración de la 

Resolución sobre Revisión de Pensión Alimentaria.  

 Tras los trámites de rigor, el 19 de febrero de 2016, ASUME 

dictó una Resolución, que fuera notificada el mismo día, mediante 

la cual emitió las siguientes determinaciones de hechos: 

1. El 9 de septiembre de 2015 la Administradora de la 

ASUME emitió y notificó resolución sobre revisión 

de pensión alimentaria, fijando la misma en 

$710.00 mensuales, efectiva al 15 de abril de 2015. 

 

2. Oportunamente, el 14 de septiembre de 2015, la 

PC, presentó ante este foro un escrito solicitando la 

revisión a la resolución antes mencionada. Alegó la 

PC que no se le tomó en consideración los gastos de 

vivienda, ni gastos médicos de uno de los menores. 

 

3. Por su parte, el 1ro de octubre de 2015, la PNC 

también presentó una solicitud de revisión. 

Alegando escuetamente que la pensión era 

demasiado alta. 

 

4. A los fines de entender ambas solicitudes de 

revisión, se citó la vista del 27 de octubre de 2015. 

 

5. Al inicio de la vista, el abogado de la PNC planteó 

específicamente que el gasto suplementario por 

concepto de ortodoncia debía ser prorrateado por el 

periodo de 3 años en que es vigente la pensión.  

También alegó que el costo del plan médico no debe 

ser deducido del ingreso de la PC porque dicho 

pago es hecho por su esposo actual.  

 

6. La PC testifica sobre condiciones particulares de 

salud de los menores. El plan médico bajo el cual 

se atienden los menores es pagado por ella y su 
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esposo actual, siendo la PC la asegurada principal 

de dicho plan. El costo del plan es $167.00 

mensual. 

 

6. [sic] La PC indica que el costo de vivienda no se 

tomó en consideración. En dicha vivienda reside la 

PC con su actual esposo y los dos menores del 

caso. 

 

7. La PC está casada con su actual esposo bajo 

capitulaciones matrimoniales donde se establece un 

régimen de absoluta separación de bienes.  Copia 

de la escritura sobre las capitulaciones obra en el 

expediente. 

 

8. La residencia donde vive la PC con su esposo y los 

menores y propiedad en partes iguales de la PC y 

su esposo. La misma está gravada por una 

hipoteca, a favor de la Cooperativa de Ahorro y 

Crédito de Rincón, y se paga una mensualidad de 

$522.60 para satisfacer el préstamo hipotecario. 

Del testimonio de la PC se desprende que tanto ella 

como su esposo aportan al pago de la vivienda.  

 Basado en las anteriores determinaciones, el Juez 

Administrativo, Raúl O. Hernández González, determinó que 

procedía prorratear el gasto de ortodoncia entre los años de 

vigencia de la pensión. Dicho cómputo resultó en un gasto de 

$35.55 mensual, de la cual Moreno Vélez, como padre no custodio, 

era responsable del 62.27%. Según el Juez Administrador, el 

ingreso neto de Martínez Vializ ascendía a $1,077.03 mensual. De 

igual forma, dictaminó que procedía deducirle a dicho ingreso la 

cuantía de $83.50, por concepto de plan médico, que ésta y su 

actual esposo pagaban en beneficio de los menores.  

 En cuanto al gasto de vivienda, el Juez Administrador 

resolvió que debía tomarse el 50% del pago del préstamo 

hipotecario y dividir dicha porción entre Martínez Vializ y sus hijos 

menores de edad. Surge del expediente ante nos que ella y su 

actual esposo pagan en partes iguales dicho préstamo hipotecario 

que asciende a $522.60 mensual. El Juez Administrador determinó 

que el 50% de dicho pago totalizaba a $261.30 y de esa cuantía, 
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$174.20 era atribuible a los menores como gasto de vivienda. A su 

vez, en cuanto al gasto suplementario de educación, el Juez 

Administrador sostuvo que no existía controversia, por lo que fue 

fijado en $160.75. Consecuentemente, la pensión alimentaria 

básica fue fijada en $493.18 y la suplementaria por $291.36. Por 

cuanto, Moreno Vélez debía cumplir mensualmente con el pago de 

una pensión de $785.00 para sus dos hijos menores de edad. 

 Inconforme con dicha Resolución, Moreno Vélez presentó 

oportunamente una Solicitud de Reconsideración, la cual fue 

declarada No Ha Lugar el 11 de marzo de 2016, notificada el 16 de 

marzo de 2016. 

 Aun en desacuerdo con el dictamen, Moreno Vélez acudió 

ante nos y le imputó a ASUME la comisión de los siguientes 

errores: 

a. Erró el Tribunal Administrativo de la Asume, 

Región de Aguadilla, al determinar que procedía 

imputarle a la parte recurrida en concepto de 

ingresos tan solo la cantidad de $1,077.03. 

 

b. Erró el Tribunal Administrativo al imponer una 

pensión alimentaria al recurrente ascendente a la 

suma de $785.00 mensuales. 

 Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a discutir la norma aplicable al recurso que nos 

ocupa. 

II 

A 

Sabido es que la revisión judicial de las decisiones 

administrativas tiene como fin primordial limitar la discreción de 

las agencias y asegurarse que éstas desempeñen sus funciones 

conforme a la ley. García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870, 

891 (2008). En el ámbito administrativo, los tribunales apelativos 

deben conceder una gran deferencia a las decisiones emitidas por 

las agencias administrativas debido a la vasta experiencia y 
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conocimiento especializado en los asuntos que les han sido 

encomendados. Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II., 179 DPR 

923, 940 (2010); Véase también, Martínez v. Rosado, 165 DPR 582, 

589, (2005); Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 727 (2003). 

No obstante, nuestro Tribunal Supremo recientemente 

reiteró que la deferencia reconocida a las decisiones de las 

agencias administrativas habrá de ceder, solamente, cuando la 

misma no esté basada en evidencia sustancial, cuando la agencia 

ha errado en la aplicación de la ley y cuando su actuación resulte 

ser una arbitraria, irrazonable o ilegal. The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, 185 DPR 800, 822 (2012). Torres Santiago v. Depto. 

Justicia, 181 DPR 969; 1003 (2011); Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty 

et al. II, supra; Otero v. Toyota, supra. Por consiguiente, la revisión 

judicial de una decisión administrativa se circunscribe a analizar: 

(1) si el remedio concedido fue razonable; (2) si las determinaciones 

están sostenidas con evidencia sustancial; y (3) si erró la agencia al 

aplicar la ley. Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, supra, pág. 

940. 

En este ejercicio, nuestro Más Alto Foro ha sido enfático en 

que las determinaciones de hechos de organismos y agencias 

públicas tienen a su favor una presunción de regularidad y 

corrección, que debe ser respetada mientras la parte que las 

impugne no produzca suficiente evidencia para derrotarla. 

Camacho Torres v. AAFET, 168 DPR 66, 91 (2006). Véase también, 

Otero v. Toyota, supra; Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., 133 

DPR 521, 532 (1993). Es decir, quien las impugne tiene el deber 

insoslayable, para prevalecer, de presentar ante el foro judicial la 

evidencia necesaria que permita, como cuestión de derecho, 

descartar la presunción de corrección de la determinación 

administrativa. El peso de la prueba descansa entonces sobre la 
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parte que impugna la determinación administrativa. Camacho 

Torres v. AAFET, supra. 

B 

 En reiteradas ocasiones nuestro Tribunal Supremo ha 

expresado que la obligación de los padres de proveer alimentos a 

sus hijos menores está revestida del más alto interés público. 

Franco Resto v. Rivera Aponte, 187 DPR 137, 148 (2012); véase 

también, Llorens Becerra v. Mora Monteserín, 178 DPR 1003, 1016 

(2010). La obligación de alimentar está comprendida en los 

Artículos 118 y 153 del Código Civil de Puerto Rico. 31 LPRA secs. 

466 y 601. En lo pertinente, el Articulo 153 de nuestro Código Civil 

establece que “el padre y la madre tienen, respecto de sus hijos no 

emancipados: el deber de alimentarlos…” 31 LPRA sec. 601. A 

pesar de la obligación alimentaria estar comprendida en varios 

artículos del Código Civil, “[e]s un derecho de tan alto interés 

público que el Estado, como parte de su política pública, ha 

legislado ampliamente para velar por su cumplimiento.” Franco 

Resto v. Rivera Aponte, supra, pág. 149. 

 Consecuentemente, se aprobó la Ley Orgánica de la 

Administración para el Sustento de Menores, Ley Núm. 5-1986, 

según enmendada, también conocida como la Ley para el Sustento 

de Menores. El anterior estatuto está cimentado en el principio de 

que la obligación alimentaria está fundamentada en el derecho 

constitucional a la vida misma y en el principio de solidaridad 

familiar. Asimismo, la Ley para el Sustento de Menores creó la 

Administración para el Sustento de Menores (ASUME) y le confirió 

autoridad para prestar los servicios de sustento de menores en 

Puerto Rico. 8 LRPA sec. 504-504(b). 

 Por otra parte, la Ley para el Sustento de Menores establece 

que el administrador o la administradora de ASUME, en 

coordinación con el director administrativo o directora 
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administrativa de la Oficina de Administración de los Tribunales 

preparará y adoptará las guías para determinar las pensiones 

alimentarias para beneficio de los y las menores de edad en Puerto 

Rico. 8 LPRA sec. 518 (a). 

 Así, el 6 de marzo de 2015, se aprobó el Reglamento Núm. 

8564, intitulado Guías Mandatorias para Computar las Pensiones 

Alimentarias en Puerto Rico (Guías Mandatorias). El mismo tiene el 

propósito de establecer las Guías Mandatorias para determinar las 

pensiones alimentarias de los y las alimentistas menores de edad 

en Puerto Rico, basadas en criterios numéricos y descriptivos, los 

cuales faciliten el cómputo de la cuantía de la obligación 

alimentaria. Artículo 3 de Guías Mandatorias. En lo pertinente, el 

Artículo 10 de dichas Guías Mandatorias dispone que: 

1. El juzgador o la juzgadora le imputará ingresos a la 

persona custodia o a la persona no custodia 

cuando: 

 

a. existan indicios o señales de que el ingreso es 

mayor al que la persona informa. 

 

b. La persona está desempleada. 

 

c. La persona está trabajando a tiempo parcial y el 

ingreso que recibe es menor al salario mínimo 

federal prevaleciente en Puerto Rico a base de 40 

horas semanales. 

 

d. La persona cuenta con un ingreso bruto 

mensual menor al salario mínimo federal 

prevaleciente en Puerto Rico a base de 40 horas 

semanales. Sin embargo, en aquellos casos en 

los que la persona trabaje a tiempo complete y 

aun así su ingreso sea inferior al que aquí se 

dispone, no se le imputará y su ingreso bruto se 

determinará de conformidad con lo establecido 

en el Artículo 9 inciso 1 (c) de este Reglamento. 

 

e. La persona haya reducido su capacidad 

productiva para eludir la responsabilidad de 

alimentar o haya sido despedida de su empleo 

por causa imputada a ésta.  
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 Por su parte, el Artículo 12 de las Guías Mandatorias expone 

los casos en los que de conformidad con el Artículo 10 de las 

mismas, procede imputar ingresos. Según la norma general:  

1. […] 

 
(a) Regla General 

 

 (1)Se imputará el salario mínimo federal 
prevaleciente en Puerto Rico a base de 40 horas 

semanales o una cantidad mayor según la 
totalidad de la prueba que reciba el juzgador o la 
juzgadora. Al momento de imputar una cantidad 

mayor al salario mínimo federal, el juzgador o la 
juzgadora podrá considerar los factores 

siguientes: la empleabilidad de la persona 
custodia o la de la persona no custodia, su 
historial de trabajo, los ingresos devengados 

anteriormente, su profesión y preparación 
académica, su estilo de vida, los gastos en los 
que la persona incurre, la naturaleza y cantidad 

de las propiedades con las que cuenta, la 
realidad de la economía informal, el ingreso 

promedio del oficio, ocupación o profesión y 
cualquier otra prueba pertinente.  

.           .           .           .          .           .           .           . 
 

 Al mismo tiempo, el Artículo 13 (4) de las Guías Mandatorias 

establece que: 

.           .           .           .          .           .           .           . 
 

4. En los casos en los que a la persona custodia o la 
persona no custodia se le impute un ingreso bruto, 
se restará por concepto de deducciones 

mandatorias una partida equivalente al 7.65% del 
ingreso imputado o la suma que efectivamente esa 

persona haya pagado, la que resulte mayor. […] 
 
.           .           .           .          .           .           .           . 

 
 A tenor con la norma jurídica antes discutida, procedemos a 

disponer del recurso. 

III 

 En esencia, Moreno Vélez arguye que ASUME incidió al 

imponerle la consabida pensión y al no considerar los alegados 

gastos de Martínez Vializ como ingresos. Incluso, Moreno Vélez 

alegó que no era posible que Martínez Vializ costeara la hipoteca de 
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la residencia donde viven los menores, pues ella no tiene ingresos. 

No le asiste la razón.  Veamos.  

 Del expediente del caso de epígrafe surge que Martínez Vializ 

se encuentra desempleada.  De conformidad con lo anterior, según 

establece el Artículo 10 de las Guías Mandatorias, los juzgadores 

imputarán ingresos, entre otros casos, cuando el padre o la madre 

custodio o no custodio estén desempleados. En este contexto, el 

Artículo 12 de las Guías Mandatorias dispone que, en los casos 

que están contemplados en el Artículo 10, como regla general, el 

juzgador o la juzgadora “imputará el salario mínimo federal 

prevaleciente en Puerto Rico a base de 40 horas semanales o una 

cantidad mayor, según la totalidad de la prueba que reciba el 

juzgador o la juzgadora.”  

 Al realizar dicho cómputo, resulta que el ingreso bruto 

mensual que le fuera imputado a Martínez Vializ asciende a 

$1,256.671. En virtud del Artículo 13 (4), las Guías Mandatorias 

establecen que corresponde descontarle  al ingreso bruto imputado 

a la señora Martínez Vializ una partida equivalente al 7.65%. A su 

vez, según determinó el Juez Administrativo, procede deducirle de 

su ingreso la cantidad de $83.50, correspondiente a su aportación 

al plan médico. Por lo tanto, el ingreso neto de la señora Martínez 

Vializ fue correctamente determinado por la cantidad de 

$1,077.032.  

 Pese a las alegaciones reiteradas de Moreno Vélez, en cuanto 

a que procedía imputársele a Martínez Vializ la suma de $4,172.99 

como ingresos, entendemos que de la exposición narrativa de la 

vista celebrada no surge evidencia de que ella devengue ingreso 

                                                 
1 Dicha cuantía es el resultado del salario mínimo federal vigente, es decir $7.25 

por hora, multiplicado por el producto 40 horas semanales multiplicado por 

52 las semanas del año; dividido o prorrateado entre los 12 meses del año 

natural. [$7.25 x (40 x 52)] / 12= $1,256.67.  
2 Al descontarle al ingreso bruto imputado el 7.65% mandatorio, según el 

Artículo 13 (4) de las Guías Mandatorias y los $83.50 correspondientes al 
gasto de plan médico obtenemos el ingreso neto de $1,077.03. Es decir, 

$1,256.67 – ($96.14+$83.50)= $1,077.03. 
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alguno. Es por ello, que procedía computarse un ingreso de 

conformidad con los Artículos 10, 12 y 13 de las Guías 

Mandatorias, como correctamente fue realizado por el Juez 

Administrativo. 

 Debemos enfatizar que no procede tomar en consideración 

como ingresos los pagos de vivienda y plan médico u otros, que 

realiza el actual esposo de Martínez Vializ, pues fue debidamente 

acreditado ante el foro recurrido que dicho matrimonio tiene un 

régimen económico de absoluta separación de bienes. Así, en 

virtud de la doctrina de inmutabilidad de las capitulaciones 

establecida en el Artículo 1272 del Código Civil, 31 LPRA 3556, no 

se podrán alterar las capitulaciones otorgadas válidamente. 

Maldonado v. Cruz, 161 DPR 1, 26 (2004).  

 Lo anterior supone que debido a que Martínez Vializ y su 

esposo pactaron válidamente que su matrimonio se regiría por el 

régimen de separación absoluta de bienes, no procede modificación 

alguna a dicho pacto luego del matrimonio. Es decir, aunque el 

cónyuge de Martínez Vializ aportara al sustento de los menores, no 

pueden esos cambios tenerse en cuenta para fines del ingreso de 

ésta, pues las capitulaciones son inmutables. Consecuentemente, 

al ser improcedentes los argumentos de Moreno Vélez, el primer 

señalamiento de error no fue cometido. 

 En cuanto al segundo señalamiento de error, Moreno Vélez 

insistió en que ASUME incidió al imponerle una pensión mensual 

de $785.00 mensuales. No estamos de acuerdo. En primer lugar, 

surge de su PIPE que su ingreso neto mensual es de $1,777.46.  

Por tal razón, el ingreso neto combinado de Moreno Vélez y 

Martínez Vializ arroja un total de $2,854.49.   

 Por otro lado, según el Artículo 16 (2) de las Guías 

Mandatorias, la porción por la cual Moreno Vélez, como padre no 

custodio, responde por los alimentos en beneficio de sus dos (2) 
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hijos menores de edad es de 62.27%3. Es por ello que, en virtud del 

Artículo 17 (2) de las Guías Mandatorias, la pensión básica 

asciende a $493.184. 

 Igualmente, las Guías Mandatorias establecen como gastos 

suplementarios los gastos de educación, gastos de vivienda y 

gastos de salud no cubiertos por un plan de seguro médico5. Surge 

del expediente ante nos que el gasto de vivienda y el gasto de 

ortodoncia correspondientes a Moreno Vélez fueron determinados a 

base del 62.27%6. El gasto de educación fue fijado en $160.25, ya 

que no había controversia con relación al mismo.  Así las cosas, la 

pensión suplementaria fue correctamente determinada en $291.36. 

Consecuentemente, la pensión alimentaria total es de $785.007.  

 A la luz de todo lo antes discutido y como resultado de 

nuestro detenido análisis del expediente del caso de epígrafe, 

colegimos que la modificación de la pensión alimentaria fijada está 

plenamente basada en las Guías Mandatorias. En consideración a 

lo anterior y luego de evaluar la totalidad del expediente y el 

derecho aplicable, opinamos que la determinación de ASUME es 

una razonable y correcta en derecho. Por consiguiente, en atención 

a la norma de la deferencia que le asiste a dicha agencia 

administrativa y ante el hecho de que Moreno Vélez no logró 

rebatir la presunción de corrección, ni demostró pasión, prejuicio o 

parcialidad por parte de ésta, confirmamos el dictamen recurrido. 

                                                 
3 Para determinar dicha porción, el Artículo 16 (2) de las Guías Mandatorias nos 

ordena a dividir el ingreso mensual de Moreno Vélez entre el ingreso neto 

mensual combinado. [$1,777.46 / 2,854.49= 62.27%]. 
4 En virtud de la tabla del Artículo antes aludido, la pensión básica por cada hijo 

es de $396 y de dicho total, el señor Moreno Vélez es responsable del 62.27%. 

[($396 x 2) x 62.27%]. 
5 Artículo 7 (14) de las Guías Mandatorias. 
6 El gasto de vivienda se computó a base del pago de la hipoteca $522.60.  De 

dicho pago, le fue imputado el 50% a la señora Martínez Vializ y el 50% a su 
cónyuge. La mitad correspondiente a Martínez Vializ se dividió entre ella y sus 

dos hijos.  De la cantidad correspondiente a los dos hijos se fijó el gasto de 

vivienda en la porción correspondiente al señor Moreno Vélez.  [($522.60/2) /3 

= $87.10. [($87.10 x 2) x 62.27%] = $108.47.  

El gasto de ortodoncia fue determinado en $35.55 mensual, cuantía de la cual 

Moreno Vélez es responsable del 62.27%, lo que asciende a $22.14 mensual. 
7 La pensión alimentaria básica y la pensión suplementaria totalizan  a $784.54, 

lo que fue redondeado a $785.00 mensuales.  
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IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Resolución recurrida. 

Notifíquese. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


